Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 42 minutos) 


La Comisión de Constitución y Legislación tiene el gusto de recibir a los representantes de la 
Asociación Uruguaya de Empresas Aseguradoras (AUDEA), a quienes hemos invitado con motivo de la 
aprobación por parte del Senado de la República, en una de sus últimas sesiones, del proyecto de ley 
de tránsito, que en su artículo 44 establece expresamente que se aprobará una ley de seguro 
obligatorio en materia de responsabilidad civil. Como ya habíamos tenido oportunidad de conversar con 
los representantes de la AUDEA sobre este tema y como ahora comienzan a acelerarse los pasos con 
respecto a esta iniciativa, queríamos nuevamente ponernos en contacto para conocer qué opinión les 
merece. Como es de conocimiento de todos los aquí presentes, se les envió la versión taquigráfica de 
la comparecencia del Directorio del Banco de Seguros del Estado, que fue convocado para analizar 
este mismo tema. 


Antes de ceder el uso de la palabra, en nombre de la Comisión quería pedirles disculpas 
porque en el entorno de las 15 horas -trataremos de pedir a la Presidencia algunos minutos más- el 
Senado llevará a cabo una sesión extraordinaria y no tenemos mucho tiempo para celebrar esta 
reunión. 


SEÑOR CHAINCA.- Creo que el tiempo de que disponemos va a ser suficiente para plantear nuestra 
posición. 


Agradecemos a los señores miembros de la Comisión por habernos invitado nuevamente. En 
la reunión que tuvimos en marzo -en la que, incluso, entregamos una documentación- expresamos 
nuestras dudas con relación a algunos aspectos del proyecto de ley. Por esa razón, la AUDEA encargó 
al Instituto Nacional de Estadística de la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad de la 
República (IESTA) la realización de un estudio, para tener números, que era lo que en ese momento 
nos faltaba para confirmar nuestras dudas al respecto. 


Lo que vamos a presentar ahora es un estudio preliminar, porque todavía falta complementar 
algún dato. En primer lugar, quiero señalar que dicho estudio nos fue entregado por el IESTA el día 16 
de agosto y prácticamente en la misma fecha se nos citó para comparecer ante la Comisión. Por esta 
razón, vamos a exponer los números preliminares, a partir de los cuales ya estamos en condiciones de 
plantear algunas conclusiones primarias sobre el tema. El contador Mauricio Castellanos hará la 
presentación correspondiente. 


SEÑOR CASTELLANOS.- Como dice el doctor Chainca, hemos encargado un estudio al Instituto 
Nacional de Estadística, y si bien este es el informe de avance, queríamos presentarlo en este ámbito 
porque, por lo menos, tenemos algunos números que pueden reflejar el impacto económico que habría 
de aprobarse el proyecto de ley. 


Vamos a tratar de realizar lo más rápido posible la presentación, que consta, básicamente, 
de cuatro aspectos: en primer lugar, vamos a comentar cuál fue la información relevada; en segundo 
término nos referiremos a las limitaciones del trabajo realizado -realmente se han encontrado muchas 
dificultades, sobre todo en lo que tiene que ver con recabar información-; en tercer lugar vamos a 
analizar la medición y proyección del impacto de acuerdo con el estudio realizado; y en último término 
veremos las conclusiones preliminares de la Asociación, basadas en este documento preparado por el 
Instituto Nacional de Estadística. 


En primer lugar, queremos destacar que la información relevada procede de dos grandes 
fuentes, una de las cuales es la propia Asociación, que recabó datos proporcionados por las 
compañías de seguros. En esencia, esa información ha tenido dos utilidades, ya que por una parte se 


trata de determinar -esto es algo que solicitó la Asociación al Instituto Nacional de Estadística- cuál 
sería el costo del sistema para las compañías privadas de seguros y, por otro lado, la idea es construir 
un baremo para poder otorgar valor a las lesiones. Hay que recordar que el proyecto de ley establece 
que se van a graduar las lesiones a través de la reglamentación correspondiente. Por nuestra parte, 
debemos decir que el Instituto Nacional de Estadística desconoce cuál será el baremo a aplicar, puesto 
que no hay forma de determinar un valor sin contar con un patrón de medida, es decir, con un baremo 
proporcionado por las compañías de seguros. 


La información brindada por las compañías tiene que ver con un análisis del período que va 
de enero de 2000 a diciembre de 2006 estableciendo, en primer lugar, categorías de vehículos, para lo 
que se consideraron las tres categorías de uso más común en el sector asegurador de automóviles, a 
saber: motos, autos y camionetas, y camiones. Posteriormente, se categorizaron las lesiones de la 
siguiente manera: leves son aquellas por un monto inferior a US$ 3.000; medias, cuando el monto se 
ubica entre US$ 3.000 y los US$ 19.999; y graves, para montos superiores a los US$ 20.000. 
Con respecto a los fallecidos, se recabó la información con independencia de lo que se hubiera 
pagado. 


Es decir que para poder obtener la información se utilizó este criterio, construido en base a la 
experiencia de las compañías de seguros con la colaboración de los abogados que integran la 
Comisión de Abogados de la Asociación Uruguaya de Empresas Aseguradoras. 


La información que relevó el Instituto Nacional de Estadística tuvo como finalidad hacer un 
estudio de alcance nacional, con independencia de la situación concreta de las compañías privadas, 
teniendo en cuenta el nivel de todo el país con respecto a los accidentes de tránsito. El material que 
hemos traído a la Comisión, pues, incluye la información relevada, cuyas fuentes son la Intendencia 
Municipal de Montevideo y el Ministerio del Interior. 


El Instituto procuró obtener información sobre vehículos matriculados por tipo de vehículo, 
tema que, como veremos más adelante, ha resultado muy difícil de abordar, y vamos a ver las 
limitaciones del trabajo realizado. Sin duda, hay muchas dificultades para obtener información sobre 
accidentes ocurridos en el interior del país y, de hecho, no se han encontrado datos del período 2000- 
2002. Asimismo, en el año 2005 hubo un cambio de sistema en el Ministerio del Interior, por lo cual esa 
información está incompleta y sin desagregar. También tenemos información -no sabemos si completa- 
sobre el parque automotor, pero en este orden el Instituto Nacional de Estadística sólo pudo acceder a 
datos correspondientes a las Intendencias Municipales de Montevideo y Maldonado. No se cuenta con 
los datos del Banco de Seguros del Estado y no hay un seguimiento de la evolución de los 
hospitalizados. Además, los múltiples lesionados en accidentes son tratados como lesionados en 
siniestros simples. 


Lo que aquí nos interesa mostrar son las dificultades y las limitaciones que tiene el trabajo. 


Con respecto al parque automotor, resulta relevante pasar del informe de un estudio hecho 
con un criterio determinístico, a uno realizado con criterios probabilísticos. Creo que hubiera sido 
importante contar con los informes del Banco de Seguros 


En cuanto al tema de la evolución de los accidentados hospitalizados, debemos decir que el 
Ministerio del Interior procesa la información en el momento del accidente, pero quien eventualmente 
puede ser considerado un lesionado grave, a los pocos días quizá se transformase en un fallecido, 
cambiando el costo económico que le asigna el proyecto de ley. En el caso de los accidentes con 
múltiples lesionados es importante determinar el costo del sistema, porque este tiene un tope por 
evento, y si hubiera muchos lesionados de gravedad operaría ese tope; es decir que el baremo puede 
ser asignado a un número equis de personas lesionadas -pueden ser tres o cuatro-, con un importe por 
cada una de ellas, pero nunca puede superar los aproximadamente U$S 17.000 que representa las 
250.000 Unidades Indexadas. Sin embargo, como no es posible de obtener ese dato, el informe 


realizado por el Instituto de Estadística lo trata como si hubieran sido accidentes con un único 
lesionado. 


El informe, obviamente, es más completo que el que hoy estamos exponiendo aquí, pero la 
idea es realizar una presentación con los aspectos centrales. De todas maneras, dentro de la carpeta 
está el informe completo del Instituto Nacional de Estadística. 


En la tabla número 8 del informe del Instituto, el número de accidentes por tipo de lesión, lugar 
y año en el interior del país totaliza 35.160, de los cuales 28.608 son leves, 5.169 son graves y 1.383 
son fatales. En la parte final tenemos la información recabada para el total del país, y refiere a los años 
2003, 2004 y 2006; está ausente la información para el 2005 porque, como ya explicamos, hubo un 
cambio de criterio por parte del Ministerio del Interior para recabar la información. Esto, de alguna 
manera, también es una limitante, pues el Instituto Nacional de Estadística siempre trata de trabajar 
con períodos no menores de cinco o seis años para dar validez a las proyecciones que se puedan 
hacer. Lamentablemente eso no ha sido posible, y el Instituto se vio obligado a trabajar con este marco 
temporal. 


Como ya dijimos, para poder asignar valor a estos lesionados se utilizó un baremo por el cual 
las lesiones leves se categorizaron en hasta US$ 3.000, las medias entre US$ 3.000 y US$ 10.000, las 
graves entre US$ 10.000 y US$ 15.000 y los fallecidos en más de US$15.000. Más adelante veremos 
que hay algunas variaciones en el baremo, lo que construye distintos escenarios. Esto sucede por no 
contar con el baremo definitivo, pero de todas formas nos permite hacer una aproximación al costo del 
sistema. 


En el escenario 1 utilizamos el baremo y un expansor, es decir que usamos el punto medio 
del tramo. Estamos hablando de un estudio determinístico, pero lo deseable es llegar a un estudio 
probabilístico, para lo cual hay que construir una distribución de frecuencia de los siniestros, lo que nos 
permitiría asignar a los lesionados dentro de los tramos que vienen generándose en la práctica de las 
aseguradoras. En definitiva, en el escenario 1, para el total del país, el costo del sistema en el 2003 fue 
de US$ 50:000.000, en el 2004 de US$ 56:500.000 y en el 2006 de unos US$ 59:000.000. 


En el escenario 2, lo que ha hecho el Instituto Nacional de Estadística es modificar los tramos; 
en función de ello vemos que se incrementó el costo del sistema, alcanzando en el año 2006 un 
máximo de US$ 67:500.000. 


En el escenario 3 se vuelven a modificar los tramos, se asigna un importe de US$ 17.000, y 
así se observan los mayores costos para el sistema, llegándose a aproximadamente US$ 68:000.000. 


Voy a citar las conclusiones preliminares a las que hemos arribado en la Asociación. 


En primer lugar, si tomamos en consideración el escenario 1 -que es el que reporta el menor 
costo del sistema- y distribuimos el costo total entre los vehículos que a la fecha están asegurados, el 
costo del sistema sería de US$ 196 por vehículo. Las estimaciones con que contamos respecto al 
parque automotor nos indican que rondarían los 600.000 vehículos; en ese caso, el costo por cada uno 
sería de US$ 98. 


En este punto es menester realizar una precisión que resulta muy importante y es que este 
costo no incluye el gasto de administración y explotación de las compañías; estamos hablando del 
costo del riesgo puro. Por lo tanto, habría que incrementar esto en función de los gastos que genere la 
gestión, con el fin de que las compañías de seguros hagan de éste un seguro obligatorio. 


Simplemente a título informativo, me gustaría puntualizar que en la rama automóviles, en el 
sector privado, la siniestralidad -que viene a ser el costo que estamos viendo- representa el 45% de la 
estructura de costos de las compañías de seguros. Resulta obvio que al ser un seguro bastante más 


simple, no se trata de la misma estructura de costos. Probablemente el costo sería mayor dentro de la 
estructura pero, de todas maneras, es muy importante señalar que no se incluyen aquí los gastos 
adicionales que podrían tener las compañías de seguros. 


En el siguiente cuadro, lo que tratamos de mostrar es, justamente, uno de los puntos que 
señalamos en su momento: por qué es tan importante la fiscalización. Si se mantuviera el mismo 
número de vehículos asegurados que tenemos en el día de hoy, el costo puro del riesgo por vehículo 
asegurado sería de US$ 196; en la medida en que se alcance un porcentaje mayor de vehículos 
asegurados, se puede ir disminuyendo el costo puro hasta llegar a US$ 98, pero siempre y cuando el 
100% de los vehículos cumpla con la obligación de asegurar. 


La segunda conclusión bastante evidente, es que la reducción de la indemnización máxima 
generaría un costo menor del sistema, lo que constituye también una de las propuestas de la 
Asociación. Lo que está previsto en el proyecto de ley es una indemnización máxima de 250.000 
Unidades Indexadas; obviamente, cualquier modificación afectará los resultados del sistema. Entonces, 
si se consagra una reducción en la indemnización máxima, se va a generar un sistema con menor 
costo, lo que seguramente va a contribuir a fomentar la contratación del seguro. 


Lo mismo sucede con la tercera conclusión. El nacimiento de fuentes de financiamiento, las 
coberturas especiales a través de la recaudación de multas por el no cumplimiento de la obligación de 
asegurar -no solamente es un mecanismo para hacer participar en el sistema a los que incumplen-, y la 
creación de un fondo para dichas coberturas, va a reducir el costo que tienen que asumir los hoy 
asegurados. 


Por último, consideramos que es necesario contar con un sistema de información en materia 
de accidentes de tránsito, para poder desarrollar este estudio y, en un futuro, para llevar adelante un 
adecuado seguimiento del sistema. 


Estas son las conclusiones que queríamos presentar y procuramos hacerlo lo más rápido 
posible. Hemos trabajado en este tema con la mayor seriedad posible, tratando de aportar información 
a nivel parlamentario y al Estado quien, en definitiva, va a ser quien deba reglamentar esta ley. 
Estamos a la espera de seguir trabajando, proporcionando información al Instituto Nacional de 
Estadística con el fin de que pueda dar ese paso y crear un estudio determinístico o probabilístico pero, 
en definitiva, los datos recabados por el organismo son estos. Lo que podrá cambiar es la valoración 
económica en función de cuánto podamos afinar la información que le proporcionemos. 


En conclusión, nos parecen importantes los comentarios que trasmitimos en la reunión de 
marzo; deben ser contemplados y analizados para permitir que el sistema pueda consagrarse con la 
estabilidad económica que requiere. 


SEÑOR CHAINCA.- Tal como recién mencionaba nuestro Gerente, vamos a seguir trabajando sobre 
este tema. Indudablemente nos faltan datos, pero estos números ya nos están mostrando que la 
preocupación que teníamos en marzo se ve reflejada o confirmada. El costo del seguro puede generar 
un círculo vicioso no deseado por nadie, pues en la medida que mantengamos exclusivamente los 
asegurados que tenemos hoy, ese importe más los costos será lo que tendrá que aplicarse, lo cual 
puede tender a reducir el número de vehículos asegurados. 


Sabemos que el tiempo de los señores Senadores es limitado, por lo que quedamos a las 
órdenes. Por nuestra parte, seguiremos trabajando en este tema. Esperamos que ustedes lo analicen y 
que en una próxima oportunidad podamos despejar las dudas que surjan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disponemos de 15 minutos más, ya que así lo acordamos con la Presidencia 
del Senado, lo cual nos da la posibilidad de despejar algunas dudas. 


SEÑOR RIOS.- Comentábamos con el Senador Breccia el hecho de que este estudio estadístico 
emerge del escenario del 100% de los accidentes y de realizar un estudio de costos de acuerdo con la 
diferente categorización de los riesgos. Eso es una proyección de la realidad frente al seguro 
obligatorio del 100%. Entonces, me pregunto: ¿cuál es el costo que hoy tienen aquellos vehículos que 
sí están asegurados contra terceros, y cómo incide el costo operativo sobre ese mundo de vehículos 
que no sé cuántos son? En resumen, quisiera saber cómo es actualmente la relación en los seguros 
frente a terceros. 


SEÑOR CASTELLANOS.- Debo decir que no podemos brindar esa información, pues no contamos 
con el nivel de desagregación solicitado. La información que podemos proporcionar corresponde al 
conjunto de seguros de automóviles, que incluyen daños materiales y personales, es decir, de 
responsabilidad civil. El 45% que mencionábamos del costo de siniestralidad responde a esa realidad. 
Realmente, creo que deberíamos analizar si es posible extraer información como la que se nos ha 
solicitado en este momento. 


SEÑOR MORIN.- Es difícil comparar las dos situaciones, porque en un caso es algo objetivo y en el 
otro es subjetivo. Si hay un accidente y no se cuenta con seguro, automáticamente se va a una 
conciliación mediante la cual la pérdida será establecida. Eso es diferente a cómo está funcionando el 
mercado al día de hoy. Estamos valorando dos escenarios totalmente diferentes, que no se pueden 
comparar. Además, tal como dijo el contador Castellanos, inclusive en la siniestralidad que estamos 
valorando en el día de hoy hablamos de lesiones y daños. De aprobarse esta ley, será diferente el 
funcionamiento de lo que es la responsabilidad civil subjetiva y objetiva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo que entendí, el costo de US$ 196 por vehículo asegurado por año, que 
es el que surge en caso de que se tenga asegurado el 50% de la flota automotriz que existe en el país, 
representa el 45% del valor total del seguro. ¿O ese es el valor total del seguro? 


SEÑOR CHAINCA.- Es una paramétrica. Como dijo el contador Castellanos, este seguro podría tener 
una estructura de costo distinta, pero en ese caso estamos hablando de prima de riesgo puro y a eso 
hay que agregarle todos los otros costos, que no necesariamente tienen que llegar a la misma 
paramétrica que tenemos hoy, pero esa es la base. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Y esa base cuánto representa? 


SEÑOR MENDEZ.- En el escenario actual, el 60% de los vehículos no tiene seguro. Lo que ahora 
estamos controlando es lo que en el mercado está asegurado, pero para esta paramétrica faltaría 
tomar en cuenta la otra parte, que no estaría asegurada. Ahí radica la gran importancia de fiscalizar, 
tema al que aludió el señor Castellanos. Ahora bien: para que todos puedan quedar comprendidos en 
el sistema, habría que bajar el costo de US$ 196 a US$ 98. 


¿Qué es lo que debemos destacar del informe? Que trabajamos con la información de que 
dispone la AUDEA -que engloba las tres empresas privadas de plaza-, más el observatorio del 
Ministerio del Interior, y tal como lo señaló el contador Castellanos, aquí hay un quiebre de la 
información que hizo que se perdieran datos de algunos años para atrás y que quedara el 2005 como 
año bisagra. Además de todo esto, falta la información del propio Banco de Seguros del Estado, que no 
ingresa a nosotros. O sea que la información de que disponemos sobre la siniestralidad producida la 
hemos debido inferir de los datos proporcionados por el Banco de Seguros del Estado o por el 
Ministerio del Interior. Cabe aclarar que estos datos corresponden al interior del país y no a 
Montevideo, donde desde el año 1994 no hay partes policiales simples, sino con lesionados. En este 
sentido, hay que analizar si la expresión “lesionado leve” para el Ministerio del Interior se corresponde 
con la nuestra, o si se trata de un “lesionado medio”. De todos modos, esta es la información que 
hemos podido recabar hasta el día de hoy, pero seguimos trabajando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La pregunta que formulé iba en otro sentido. 


Con respecto a la evolución del costo por vehículo asegurado, ustedes establecen que en 
caso de alcanzar el 100% de asegurados, el costo sería de US$ 98. Hoy en día tenemos asegurados, 
aproximadamente, el 40% de los vehículos; no obstante ello, se dice que este costo no incluye los 
gastos de administración y explotación de las compañías. Es decir que no sería simplemente US$ 196 
o US$ 98, sino más. Asimismo, me pareció entender que este valor significaba, aproximadamente, el 
45% del valor total del seguro. 


SEÑOR SANGUINETT!I.- A esto habría que agregarle un 55%. 


SEÑOR MORIN.- Nosotros pretendimos expresar que en la rama de automóviles, tal cual hoy está la 
estructura de costos, los siniestros representan el 45%. O sea que si el costo fuera de US$ 100, el 
precio debería ser de US$ 250. Ahora bien, como el seguro obligatorio presentaría características 
distintas a las del resto de los seguros, es presumible que en esa estructura de costos la siniestralidad 
tenga un componente mayor. 


De hecho, en el caso de Perú -que si no me equivoco tiene un seguro obligatorio-, la 
siniestralidad revierte en el sistema aproximadamente el 70% de la estructura de costos, pero allí falta 
computar todos aquellos gastos que se le presentan a una empresa para el desarrollo de una actividad, 
tales como los de intermediación, retribución o explotación, si los hubiere. Este es el riesgo puro, es 
decir, lo que se le pagaría al accidentado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa desea señalar que si nuestros visitantes entienden del caso 
incorporar algún artículo al presente proyecto de ley, sería bueno que nos lo hagan saber, sin perjuicio 
de que en otra instancia podamos tener una nueva reunión con los representantes de la AUDEA. 


La Comisión de Constitución y Legislación les agradece su presencia en este ámbito. 
(Se retiran de Sala los representantes de AUDEA) 
(Presentación aportada por la delegación) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin perjuicio de que para la próxima sesión mantendremos los mismos puntos 
del Orden del Día que tenemos hoy, deseo advertir que recibí una llamada del Secretariado del PIT- 
CNT a través de la cual se nos solicitaba una entrevista. Respondí que, en el mejor de los casos, 
podríamos concretar ese encuentro para el martes que viene. Como dato a tener en cuenta, adelanto 
que a nivel del PIT-CNT hay mucha preocupación por lo que significan los artículos 341 y 342 de la 
Rendición de Cuentas recientemente aprobada por el Senado, vinculados con el cambio de los 
Juzgados Letrados de lo Contencioso Administrativo, y con la Casación. 


En definitiva, si los señores Senadores están de acuerdo, los citaríamos para el martes 
próximo. 


SEÑORA PERCOVICH.- Naturalmente, no me opongo. De cualquier modo, pienso que debemos 
establecer un límite de tiempo para la entrevista, en tanto la semana que viene también habrá sesión 
del Senado y es nuestra intención aprobar, entre otros, el proyecto de ley que modifica la Carta 
Orgánica del Banco de Seguros del Estado, respecto del cual existe un principio de acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A mi juicio, podemos traer casi armado ese proyecto de ley, de forma de darle 
una mirada general y aprobarlo el próximo martes. 


En consecuencia, aceptamos el pedido de audiencia y en la sesión del martes que viene 
recibiremos, en primera instancia, al Secretariado del PIT-CNT, para luego continuar con la 
consideración de los demás puntos del Orden del Día. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 12 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


